Propuestas para el crecimiento con equidad en la Provincia de Buenos Aires.

 

La Plata, abril de 2005.

INTRODUCCIÓN

 

América Latina se ha convertido en la última década en el Continente de la desigualdad social. La brecha entre los que más tienen y los que menos tienen, supera incluso el nivel de los puntos más castigados del planeta, como África. Y la Argentina es el país que rompe todas las marcas de la injusticia social. Pero es justamente en la Provincia de Buenos Aires, donde se encuentra el núcleo duro de este contraste que ofende la condición humana. El territorio bonaerense es el principal enclave productor de alimentos del mundo y es, a la vez, el lugar en el que se concentran la mayoría de los niños y jóvenes que hoy son lacerados por el hambre. Es aquí donde convive, en medio de una catástrofe social sin precedentes que tiene al Estado como agente propiciatorio, la extrema riqueza y la extrema pobreza.

Sólo esto bastaría para definir a nuestra provincia como el escenario principal en el que habrá de dirimirse la confrontación que le permita a nuestro pueblo liberarse, derrotando a las fuerzas que pretenden hacer que esta situación permanezca inamovible. No es posible terminar con la extensión de la pobreza, sin terminar con una lógica de la gobernabilidad que brinda un blindaje jurídico-institucional a la concentración de la riqueza. Para ello resulta imprescindible profundizar y extender el proceso en el que contra viento y marea venimos avanzando: la construcción de poder popular, entramando organización, lucha y pensamiento crítico para poner de pie a la fuerza que nos permita convocar a los trabajadores y a otras expresiones de la sociedad a hacer posible lo que la inmensa mayoría ve como necesario. En esto va la vida de nuestros niños y jóvenes, que son en carne y hueso lo que algunos innominadamente denominan Patria.

Es imprescindible para ello horadar el cerco del clientelismo, de las mafias subsidiarias de los poderes del Estado y de los intereses económicos, que hoy convierten a los gobiernos en ejecutores de políticas que reproducen la desigualdad y la licuación de nuestros derechos sociales.

Para salir de la crisis es necesario dar vuelta la lógica imperante, invertir el orden neoliberal que a través de la privatización de las empresas estratégicas y de la imposición de la ley de la selva en términos de dictadura económica, facilitó la construcción de estados dentro del Estado. No se trata apenas de cambiar un gobierno. Se trata de construir una nueva sociedad.  En este sentido, consideramos que la CTA de la Provincia de Buenos Aires, debería ser uno de los protagonistas del debate sobre el presupuesto bonaerense, además de ser parte de un aporte para el resto de las organizaciones populares que buscan terminar con la desocupación y la pobreza, construyendo un nuevo Estado para una nueva Sociedad.

A continuación exponemos un conjunto de Propuestas para el crecimiento con equidad en la Provincia de Buenos Aires, que nos permitan realmente salir de la situación de crisis económica, ocupacional, alimentaría y sanitaria. A continuación de las propuestas adjuntamos investigaciones y documentos que fundamentan la viabilidad de lo presentado.

 


 

PRESUPUESTO (ver ANEXO I)

·  

·      Convertir al Presupuesto Bonaerense en una herramienta que transforme la realidad económica y social de la Provincia de Buenos Aires.

·      Promover el Presupuesto Participativo en la Provincia de Buenos Aires en general y en los Municipios Bonaerenses en particular.

·      Abrir el debate presupuestario a los actores sociales, económicos y culturales organizados de la Comunidad: Pequeños y Medianos Comerciantes, Industriales, Productores, Trabajadores, Productores Agropecuarios, Movimiento Cooperativo, etc.

·      Priorizar el Gasto Social, incorporando el criterio de universalidad y abandonando las políticas focalizadas.

·      Reforma Tributaria para recaudar mejor y que paguen los que más tienen.

 
DERECHOS (Ver Anexo II)

·     Establecer en la Provincia de Buenos Aires una Asignación Universal por hijo menor de 18 (dieciocho) años y generalizar la ayuda escolar anual de $ 130. 
·     Instituir un Seguro de Empleo y Formación para los trabajadores / as sin trabajo y una Asignación Universal a la vejez sin previsión social.
·     Poner en vigencia la nueva ley de Promoción y Protección de los Derechos de la niñez y la adolescencia, derogando definitivamente la Ley de Patronato y sus prácticas cotidianas. 
·     Garantizar el acceso a la salud pública y educación pública.
·     Promover la libertad y la democracia sindical en la Provincia de Buenos Aires.
·     Avanzar en la democratización del IOMA y el IPS, eligiendo a sus directorios a través del voto secreto y directo de sus afiliados.
 
PRODUCCIÓN y TRABAJO (ver ANEXO III)

·      Generar puestos de Trabajo a nivel Privado y Estatal para salir de la crisis ocupacional. Por ejemplo ampliando la Infraestructura de mano de obra intensiva: redes cloacales, caminos, viviendas.
·      Fortalecer al Astillero Río Santiago y ampliar la inversión para que se concreten en el mismo los Convenios firmados con la República Bolivariana de Venezuela, y se avance en convertir al Astillero en eje de la reactivación de la Industria Naval en la Argentina.
·      Garantizar un nuevo marco tributario, legal, financiero y jurídico para las Empresas Autogestionadas. 
·      Impulsar un política de Créditos accesibles para las PYMES, Empresas Autogestionadas y Cooperativas.
ANEXO I

Rol del Estado-Política pública-Presupuesto
·       El Presupuesto es la principal herramienta con que cuenta el Estado para hacer frente a las demandas sociales, ya que define la política económica. Mediante la determinación del nivel de gasto público, su asignación y la elección de sobre quiénes debe recaer el peso de su financiamiento se pueden lograr mayores niveles de actividad económica, redistribuir el ingreso y una mejor provisión de servicios públicos, con el objetivo de mejorar las condiciones de vida de la población.

·       Para la visión neoliberal es solamente un instrumento “contable”, en el cual deben solamente cerrar las cuentas de cada ejercicio. A pesar de los importantes cambios políticos ocurridos en nuestro país luego del estallido de diciembre de 2001 la concepción de la política económica en nuestra provincia no ha variado, limitándose a administrar mejor los recursos de que dispone.

·       En la situación actual el principal objetivo sobre el cual debe actuar el Estado es la redistribución de la riqueza, lo cual no se logra saliendo a la caza de modestos evasores de impuestos sino modificando la estructura tributaria en la dirección de captar mayores recursos de los sectores privilegiados de nuestra sociedad. Estos mayores recursos posibilitarían mejorar y garantizar efectivamente los derechos sociales a la salud, educación, vivienda, etc.

 

· El Estado de las finanzas públicas Provinciales
·       El año 2004 finaliza con un importante superávit en las cuentas públicas, superior a lo $1200 millones según nuestras estimaciones. Este superávit equivale al 8,75% de los ingresos públicos. 

·       Con esta suma se podría incrementar la masa salarial cerca de un 20%, construir 40.000 viviendas populares u otorgar una suma de $50 pesos mensuales a 2.000.000 de niños carecientes.

·       Los ingresos superaron los $14500 millones, mientras que los gastos no alcanzarían a $13.400 millones.

·       La recaudación tributaria de origen provincial explica cerca de la mitad de los recursos totales. De estos, el Impuesto a los Ingresos Brutos representa la parte sustancial, con más de $4000 millones.

·       El gasto total en personal durante 2004 ascendió a unos $6750 millones. De ellos, el mayor gasto corresponde a los salarios docentes de planta permanente y temporaria, con más de $3000 millones.

·       El personal de Seguridad (Policía y Servicio Penitenciario) recibió en concepto de salarios más de $1000 millones, en tanto que el personal de la Ley 10430, de planta permanente y temporaria, percibió una suma cercana a dicha cifra, de unos $967 millones. Resulta también significativo el gasto salarial del Poder Judicial, con algo menos de $550 millones.

·       A pesar de que la provincia se encuentra en default de parte de su deuda, pagó cerca de $300 millones en concepto de intereses.

·       Se produjeron importantes aumentos de gasto en áreas vinculadas a la seguridad, contrastando con un virtual congelamiento en educación, salud y otras áreas sociales si descontamos el efecto de los incrementos salariales a los trabajadores públicos.

·       En la Provincia de Buenos Aires asistimos hoy a la lucha por el control político entre facciones del PJ. No es casual que el botín en disputa sea el Presupuesto 2005, ya que el control de los recursos es una de las principales fuentes de poder. Más allá de los argumento vertidos por ambas partes, consideramos necesaria una mejora institucional en que la Legislatura no ceda funciones esenciales que le son propias y en que el Poder Ejecutivo presente Presupuestos anuales menos sujetos a la arbitrariedad del Poder Ejecutivo de turno.

 

· Nuestra visión general respecto de la cuestión fiscal
·       Hay que combatir la visión dominante de que el Estado gasta demasiado. Antes bien, se necesitan mayores recursos para redistribuir ingresos de las grandes empresas y grupos económicos a las mayorías postergadas.

·       La provincia de Buenos Aires gastó en 2003 $851 per cápita, el menor gasto de todas las jurisdicciones de nuestro país, mientras que en el otro extremo Santa Cruz destinó $6487, es decir casi 7 veces más.

·       La concentración económica vigente es tan importante que, a pesar de que la presión tributaria que soportan es poco importante, sólo 2000 empresas explican el 80% de la recaudación de Ingresos Brutos.

·       En este sentido el presupuesto participativo puede constituir una herramienta de gran validez ya que está basada sobre la profundización de los mecanismos democráticos. Permitiría no sólo mejorar la planificación y el control del gasto sino también para definir cómo y de dónde surgen los recursos del Estado.

·       Nos enfrentamos a dos grandes restricciones en cuanto al nivel de ingresos de la Provincia de Buenos Aires, que requieren una solución política. La primera es la ausencia de discusión sobre el régimen de coparticipación federal, diseñado en función de las exigencias del FMI por el cual la Nación se convierte en una aspiradora de recursos para hacer frente al pago de las obligaciones de la deuda externa, y en el que nuestra provincia se encuentra perjudicada de dos formas. Por un lado, el Estado nacional ha definido una política tributaria en la cual cobran mayor peso impuestos que no se coparticipan a las provincias, y por el otro el reparto de los recursos entre estas no responde a los principios de correspondencia fiscal, de acuerdo al tamaño de las economías provinciales, ni de solidaridad, basada en criterios de pobreza de las distintas jurisdicciones provinciales.
·       La segunda restricción es, en parte, consecuencia directa de la primera. La Ley de Responsabilidad Fiscal impide a las provincias aumentar su gasto por encima del crecimiento nominal del PBI estimado por el gobierno nacional al momento de elaborar su propio Presupuesto.

·       Debemos impulsar enérgicamente la derogación de esta ley, ya que impediría mejorar la situación en nuestra provincia aunque la misma se base en su propio esfuerzo. Comparando la recaudación tributaria propia de las distintas jurisdicciones sobre datos de 2003, surge que en la Provincia de Buenos Aires se recaudan por tal concepto $413 anuales per cápita, mientras que la provincia de Tierra del fuego recauda $798. Elevar la presión tributaria a similar nivel en nuestra provincia nivel arrojaría ingresos extra de $5300 millones al año que permitirían, por ejemplo,  elevar un 80% el gasto en personal.

·       Se puede resumir la caracterización de la cuestión tributaria en la siguiente forma: bajos niveles de recaudación, fragilidad tributaria por excesiva prociclicidad de los impuestos, marcada regresividad de la estructura tributaria, administración tributaria deficiente (aunque se realizan esfuerzos en este sentido), sistemas de descentralización de impuestos ineficientes y poco efectivos.

·       La reforma debe orientarse en el sentido de captar renta de los sectores económicos más concentrados, mediante alícuotas diferenciales en el impuesto sobre los Ingresos Brutos, y gravar fuertemente las manifestaciones de riqueza en inmuebles, embarcaciones deportivas y automotores de lujo.

·       En el mismo sentido, se deben eliminar los mecanismos elusorios del impuesto inmobiliario rural y establecer nuevos esquemas impositivos sobre la renta de la tierra.

·       También resulta ineludible reinstalar el impuesto a la Transmisión Gratuita de Bienes, derogado por la última dictadura, para asegurar mayor equidad intergeneracional.

·       Finalmente, es preciso favorecer las actividades productivas trabajo intensivas y la generación de valor agregado, y contemplar la creación de un fondo anticíclico, que permita mantener la actividad económica estatal en épocas de recesión sin necesidad de recurrir al endeudamiento.

 

 

 

ANEXO II

BREVE INFORME SOBRE LA PROPUESTA DE UNIVERSALIZACIÓN DE LAS ASIGNACIONES FAMILIARES EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES. *

Nuestras estimaciones de la población menor de 18 años en la provincia asciende al 2004 a 5.192.000 personas menores. Otorgarle a esta población una Asignación Universal de $ 40 por mes supondría recursos anuales por valores de $ 2.492.208.131 pesos.

En el Presupuesto 2004 se detalla el destino de las transferencias para financiar asignaciones familiares seg[un provincia. De el surge que la Provincia de Buenos Aires contaba con transferencias para las mismas por valores anuales de $ 555.362.739. Es decir que el Costo Neto de Universalizar las asignaciones a $ 40 en la Provincia supondría una necesidad de recursos por montos anuales de $ 1.936.845.392 pesos.

Vale aclarar que la medida en la Provincia constituiría un por demás interesante antecedente a nivel nacional, pues estaríamos cubriendo el 35 % de la población menor de la Argentina.

La otra medida que debería instrumentarse a la par de la Universalización de asignaciones, es la generalización de la ayuda escolar anual de $ 130. Esta medida se torna imprescindible puesto que el pago de las asignaciones se haría contra cheque sanitario y contra participación en el ciclo escolar. Es decir, que las personas menores deberían asistir en forma regular a los centros educativos. Esta obliga a equiparar a los menores que hoy no asisten o que incluso asisten pero que no perciben el beneficio de la Ayuda Escolar Anual de $ 130. 

Nuestras estimaciones poblacionales de los menores en edad escolar (entre 6 y 18 añoa) en la Provincia de Buenos Aires, asciende para el 2004 a 3.913.913 menores. Asignarles los $130 de ayuda escolar requeriría fondos anuales por montos de $ 508.808.650. 

Las dos medidas planteadas requieren fondos netos anuales por $ 2.445.654.043.

 

* Nota: El cálculo fue realizada con una Asignación de $ 40 que debería actualizarse a $ 60.-

 

Soberanía alimentaria
Con las políticas neoliberales, el hambre y la malnutrición crecieron, no por ausencia  de alimentos, sino por ausencia de derechos.

·       La carencia alimentaría en todas sus formas (desnutrición aguda y crónica, hiperpoblación y colapso de los comedores comunitarios, etc.) es sin duda una de las situaciones con mayor urgencia para atender con políticas activas, constituyendo una verdadera EMERGENCIA ALIMENTARIA. 

·       Los indicadores oficiales de esta carencia alimentaría no reflejan seguramente la profundidad y la gravedad de esta situación, ofreciendo perversos subregistros.

·       La prioridad absoluta debe consistir en una política alimentaría, ya sea directa o por medio de transferencias de ingresos (transferencia monetaria directa, o bien la provisión directa de los alimentos, incluso con la producción de los mismos por parte del Estado Provincial). Se debe relacionar las prestaciones otorgadas a los beneficiarios al cumplimiento de pautas de nutrición, salud y educación.

·       Se debe montar esta política alimentaría (que debe ser mucho mas que un “plan” o “programa de asistencia alimentaría”), en un relevamiento serio y preciso del verdadero estado nutricional. Se debe realizar en el marco de la EMERGENCIA ALIMENTARIA un censo de estado nutricional y de eventuales trastornos orgánicos consecuentes del hambre (enfermedades producidas por hambre).

·       Es necesario continuar la pelea por el seguro de empleo y formación, por cuanto su implementación garantizará el acceso a la canasta básica de alimentos y se hará efectiva la consigna de NINGÚN HOGAR POBRE EN LA ARGENTINA.

 

Niñez y Adolescencia
·       Aplicación inmediata de la Ley de Protección y Promoción de los Derechos de la Niñez y la Adolescencia, Nº 13.298; y derogación definitiva e inconstitucionalidad del Decreto-ley 10067/83 de la dictadura militar y la suspensión de su vigencia por alterar la misma los derechos concretos y difusos de todos los menores de la provincia de Buenos Aires.

·       Entendemos que la Convención Internacional de los Derechos del Niño, es una norma de carácter constitucional, por imperio del art. 75 inc. 22 de la C.N. y que su claridad y diafanidad es óptima, por ende no requiere de esfuerzos interpretativos para su aplicación concreta en el territorio de la provincia de Buenos Aires.-

·       Poca duda puede caber a que el decreto-ley 10067/83 se da de bruces con aquella norma internacional y si alguna pudiera quedar habrá que remitirse al fallo plenario dictado por las Salas de la Cámara Penal del Departamento Judicial de Mar del Plata, en el fallo del 2/11/04.

·       En caso mantener la inaplicabilidad de la nueva legislación, 13.298, habría soluciones alternativas a la aplicación semiautomática del decreto-ley 10067/83. Una es recurrir a la legislación vigente, Constitución Nacional, Convención de los Derechos del Niño, Constitución de la Provincia de Buenos Aires, Código Procesal Penal, Código Procesal Civil, aplicación de leyes análogas, principios generales del derecho. Y nunca la aplicación de una norma inconstitucional desde su base, como el Decreto-ley 10067/83.-

·       Desgraciadamente los derechos de los niños y adolescentes de la provincia continúan en estado de coma y la solución a los mismos pasa por cuestiones ajenas a sus voluntades ya que dependen de decisiones del Poder Político, del Poder Legislativo y de la receptividad de ambas por parte del Poder Judicial. Pero como siempre aquellos que si bien son personas, pero carecen de influencias suficientes para dirimir en la cuestión, fundamentalmente No votan, son dejados de lado y se resuelven las cuestiones que los atañen a sus espaldas.-

·       Es por ello que insistimos con la pretensión como miembros de la comunidad, en directo trato con jóvenes en situaciones difíciles, que se atiendan adecuadamente sus derechos en lugar de seguir infringiendo normas constitucionales en claro detrimento de los mismos.-

 

DERECHO A LA SALUD 

·       La crisis sanitaria está contenida en la crisis social, por eso la emergencia es socio sanitaria. 

·       Estos efectos en la salud de la gente -producto del desmejoramiento de las condiciones sociales- es un fenómeno que no está efectivamente medido y que por otra parte hay consecuencias tardías que todavía no se han mostrado en toda su dimensión.

·       Es así como el primer nivel de atención se encuentra absolutamente desarticulado, incapacitado de cumplir el rol de prevención y promoción de la salud y de ser la puerta de ingreso al sistema, por lo que el hospital pasa a ser el centro de demanda de la población. Pero éstos se encuentran totalmente desabastecidos de insumos y medicamentos, con las plantas de personal reducidas a su mínima expresión, con trabajadores con bajos salarios, precarizados y en negro, con servicios privatizados más caros e ineficientes, con edificios obsoletos y sin mantenimiento. 

·       En la seguridad social médica, el PAMI y el IOMA permanecen atrapados en la histórica lógica de las “cajas políticas” y desarrollando esquemas prestacionales en el marco de profundas y estructurales crisis financieras, por lo cual necesitan democratizarse.

·       Para nosotros es vital cambiar el rumbo de las políticas sanitarias, garantizando el acceso gratuito universal y la atención igualitaria al sistema sanitario de la provincia de Buenos Aires.

·        Para esto se deberán potenciar políticas -con su consiguiente financiamiento- que prioricen la prevención y promoción de la salud, definiendo prioridades sanitarias, basándose en un sistema integrado, coordinado, donde funcionen los distintos niveles de complejidad, interrelacionando de manera armoniosa las distintas jurisdicciones –municipal, provincial y nacional-, incorporando el pleno protagonismo de la comunidad en todo el proceso.

·        En ese marco se deberá fortalecer decididamente el primer nivel de atención, como un instrumento para afrontar el estado de emergencia sanitaria, debiendo implementarse un régimen integral de incentivos para el desarrollo de la APS (atención primaria de la salud) en la Provincia de Buenos Aires, nombramiento de recursos humanos en este nivel prestacional, aprovisionamiento preferencial de insumos en los Centros de Atención Primaria de la Salud.  

·       El hospital público debe recuperar su rol histórico enmarcado en una acción integral y coordinada entre todos los niveles de atención.

·       Se deberá incorporar la tecnología imprescindible para resolver los problemas de salud de la población, e invertir en políticas de obras públicas para refaccionar, terminar y construir los servicios esenciales necesarios para su atención.

·       Asimismo, debe potenciarse de manera decidida la puesta en marcha de todos los mecanismos necesarios para que el Estado recupere su capacidad de producir medicamentos, para que estén al alcance de quien los necesite. En ese sentido se debe crear y/o utilizar toda la capacidad operativa de las farmacias de los hospitales y el Laboratorio Central, así como reactivar la capacidad de la planta de Berazategui, y generar convenios con las Universidades.

·       En materia de bioseguridad, proponemos mejorar sustancialmente las condiciones en los centros de salud, para minimizar al extremo los riesgos de transmisión de infecciones, tanto para los trabajadores como para la comunidad.

·       En materia de recursos humanos, la designación de personal en plantas permanentes no puede ni debe ser considerada una erogación más en el gasto en salud, -sobre todo si tenemos en cuenta que el 90% de la mano de obra en salud  no es reemplazable por tecnología- sino la inversión más importante que debemos encarar si queremos optimizar la calidad de atención que se brinda desde el Estado a la población de nuestra provincia.

·        A fin de mantener el número histórico del personal que compone cada plantel básico en los establecimientos sanitarios -considerando este número el piso para los recursos humanos con los que debemos contar-, debe considerarse la cobertura de las vacantes producidas por jubilaciones en los últimos 4 años. 

·       Además se debe contemplar la incorporación de los trabajadores precarizados y en negro –becarios, contratados, temporarios,  etc.-, en los planteles básicos de cada efector, si la apuesta que queremos hacer es la de optimizar cuantitativa y cualitativamente la atención sanitaria.

·       Asimismo, y en base a los perfiles sanitarios ya descriptos, se debe avanzar rápida y decididamente en la confección de los planteles básicos, con la participación de los trabajadores.

·       Por último, es imprescindible promover y garantizar la formación, capacitación y actualización en servicio de los equipos de salud.

 

Derecho a la educación

·       El cumplimiento de la educación como derecho social, publico y popular, trasciende el ámbito de la construcción sindical y de la demanda sectorial. Por ello es necesaria la articulación política con las organizaciones de bases sociales.

·       La defensa de la escuela publica, popular y democrática, garantiza la posibilidad de construir una educación liberadora sustentada sobre la igualdad, la solidaridad, la libertad, el desarrollo sustentable con justicia social, el protagonismo popular, el rechazo de toda forma de explotación y discriminación social y en la defensa de los derechos humanos.

·       En este marco, las acciones que deben promoverse en materia educativa en la Provincia son: 

·       Denunciar e impedir cualquier forma de privatización de la escuela pública.

·       Revisar el actual esquema de subsidio a la educación privada para impedir el drenaje del presupuesto educativo en los casos en que se trate de empresas con fines de lucro.

·       Defensa irrestricta del Estatuto del Docente. 

·       Garantías en la provisión de becas y de material didáctico para toda la población escolar .

·       Asegurar el valor nutricional de las dietas ofrecidas en los comedores escolares Pago de transportes escolares, presupuesto suficiente para el mantenimiento y construcción de infraestructura escolar. 

·       Defensa irrestricta de los derechos de los auxiliares de la educación.

·       Impulsar la aprobación del proyecto de Ley de Obligatoriedad del Nivel Polimodal.

·       Promover el cumplimiento de la obligatoriedad de la Educación Inicial

·       Creación de jardines maternales, con articulación de programas de atención de prevención y atención de la salud madre-hijo desde el embarazo.

 

Justicia y Seguridad

·       La provincia necesita una verdadera justicia, que sea la obra de todos sus habitantes, mediante formas de participación popular más directa en la selección de todos sus jueces y fiscales que ocupe el espacio determinante que hoy hegemonizan el favoritismo, la arbitrariedad, el tráfico de influencias, la discriminación ideológica, las presiones políticas y el elitismo de los letrados.

·       Ese cambio esencial, sin perjuicio de las reformas estructurales que son necesarias, permitirá que la justicia no se refugie en la impotencia real o supuesta, ni sea acusada de complicidad frente a los tremendos abusos de los otros poderes políticos o económicos, también posibilitará  que la justicia haga respetar las normas constitucionales, en especial, todos los derechos humanos políticos, económicos y sociales de los bonaerenses, restableciendo la dignidad del trabajo y de las condiciones laborales, protegiendo a la niñez y a la juventud, combatiendo la usura, el despojo de tierras a los campesinos, la monstruosa evasión fiscal de los poderosos, la corrupción, la impunidad, el gatillo fácil, los abusos policiales, las cárceles inmundas, la polución ambiental, ámbitos –todos ellos- donde el Poder Judicial debe reconocer su fracaso.

·       El tema de la "seguridad" ha vuelto a instalarse con fuerza en nuestra sociedad. Hay quienes presionan para que se transforme en prioridad absoluta, en el peligro ante el que todos resignemos derechos y dignidad. Es una metodología chantajista universal en pleno desarrollo, que justificó y justifica todas las guerras, las invasiones y saqueos de países, la destrucción, la muerte y las dictaduras. Porque la inseguridad es un problema para muchos, pero un negocio muy rentable económica y políticamente para pocos, que en ese carácter de beneficiarios debieran ser los primeros sospechados de sembrar ese azote.

·       Para combatir la inseguridad debemos comenzar por no comprar el discurso fácil de los represores  y negociantes que atizan la sensación de inseguridad cuando prolifera cierta clase de delitos atribuidos a personas de clase baja, contra ciudadanos de clase media alta o mediana, generalmente con relación al patrimonio de las víctimas. Para esa visión maniquea e interesada la inseguridad no es alarmante cuando iguales delitos se cometen en los barrios más pobres ni cuando los que delinquen son poderosos o se trata de abusos policiales, ni cuando se reprime y asesina a las víctimas que protestan por el robo de sus ahorros, de sus jubilaciones, de su trabajo y de tantos otros derechos. Por eso se propicia apuntar aún más los cañones del sistema penal contra los pobres, llenar las cárceles, comisarías e institutos hasta el estallido, o construir mas prisiones o instalar contenedores; bajar la edad de imputación a los menores o mandarlos a los cuarteles a aprender "orden cerrado"; aumentar las penas; tener mas policías, incrementar sus facultades discrecionales y tolerarles que metan bala, torturen, asesinen, manipulen los procesos, coimeen y se enriquezcan; y para asegurar que todo ese andamiaje se sostenga, lograr que la mayor parte de los jueces y fiscales sean ineficaces y garantes de impunidad.

·       Los trabajadores sabemos que la inseguridad originada en el delito es el fruto venenoso de la opresiva desigualdad social que nos asfixia y del desprecio por los derechos humanos de la inmensa mayoría del pueblo que se exhibe desde el poder económico y político, fuente inagotable  de codicia e impunidad.  Sabemos que hay muchos que cuando reclaman seguridad no lo hacen por sus personas o sus bienes, que tienen a buen recaudo en barrios cerrados, en el ejército silente de la seguridad privatizada o en los caudales fugados, sino para que la seguridad del Estado, policial y militar, vigile y apriete a las multitudes crecientes que protestan y exigen.

·       Los trabajadores también sabemos que la seguridad, ya sea física, económica, moral, jurídica o social para todos deberá construirse primero donde más se la necesita: en los barrios pobres, abandonados por el Estado y su policía, que sólo ingresa para las "razzias" o su sustituto, los allanamientos masivos bajo el paraguas de órdenes judiciales inconstitucionales. Esa seguridad de nuevo cuño deberá edificarse con la gente, con la experiencia y el control de los emprendimientos políticos y sociales solidarios que sostienen la epopeya de dar de comer a millones de hambrientos, y dar contención de todo tipo a quienes padecen el nuevo genocidio, sin pedirles a cambio que se resignen a la falta de futuro y no luchen por su dignidad. Todos los que realmente deseamos derrotar a la inseguridad propia del sistema debemos pugnar para que esos emprendimientos barriales se multipliquen y se consoliden, como un paso necesario y decisivo para derrotar a los que agitan la inseguridad para paralizar al pueblo y consumar su proyecto de país encarcelado. 
 

 

ANEXO III

Derechos de los trabajadores

Trabajo en el sector público y en el sector privado
·       El severo problema ocupacional que padecen los bonaerenses solo será resoluble en un mediano plazo, y  mediante una batería políticas que fomenten la ocupación, tanto en el sector público como en el sector privado. En el Gran Buenos Aires, según los últimos datos del INDEC, cerca del 30% de los trabajadores no tienen trabajo o el mismo es inestable, con un 13% de desocupación y un 15,8% de subocupación en el último trimestre de 2004.

·       En cuanto a la ocupación en el propio aparato estatal es posible la generación de empleo mediante las siguientes políticas:

·       La ampliación de los servicios sociales (salud, educación) por ser sectores tradicionalmente intensivos en trabajo que generan importante demanda laboral.

·       La obra pública, tanto nueva como el mantenimiento, debe efectuarse con tecnologías intensivas en mano de obra. El mantenimiento de la red vial, de la infraestructura hospitalaria y educacional, así como las obras de saneamiento hídrico pueden ser realizadas con este tipo de tecnologías. 

·       En cuanto al empleo privado, se debe priorizar la mano de obra propia, evitando la tercerización a manos de empresas ligadas a los grupos dominantes de las empresas hoy prestatarias de servicios. La contratación de los trabajadores se debe contemplar bajo el régimen convencional de la actividad, evitando así la precarización del empleo.

·       En una sociedad como la nuestra, donde  es necesario expandir los puestos de trabajo y las maquinarias son escasas y en muchos casos importadas, es apropiado en función de los recursos disponibles efectuar una sustitución de capital por trabajo. La tecnología predominante ha sido desarrollada en los países centrales en función de una disponibilidad de recursos muy distinta de la nuestra.

·       La necesidad imperiosa de generar más puestos de trabajo  convierte en prioridad la eliminación de las horas extras en la actividad privada. Esto plantea también reformular una tendencia a la sobreexplotación que se ha impuesto en los últimos tiempos para lo cual es preciso terminar con la práctica de establecer aumentos de sueldo por productividad o volumen. 

·       Las políticas deben ir acompañadas de medidas financieras y tributarias complementarias: direccionando los créditos del BAPRO hacia proyectos productivos, mano de obra intensiva y estableciendo medidas impositivas, desgravaciones y exenciones principalmente a los micro y pequeñas empresas, con uso intensivo del factor trabajo.

·       Promover la libertad y la democracia sindical en la Provincia de Buenos Aires. En este sentido, deben ampliarse y democratizarse las CONVENCIONES COLECTIVAS DE TRABAJO en el sector público.

·       Otro aspecto prioritario de nuestra demanda es el derecho de los trabajadores a la salud y jubilación dignas. En este sentido bregamos por la democratización de los Institutos IOMA  e IPS.

 

La reactivación y el rol de las PYMES y las EMPRESAS AUTOGESTIONADAS
·       Las PyMES son las principales generadoras de empleo. En general, son más intensivas en el uso del factor trabajo que las grandes empresas. Hoy muchas desaparecieron o se encuentran al borde del colapso por las políticas vigentes que favorecen la concentración económica. El Estado debe intervenir para posibilitar condiciones para la reactivación de este sector, que tiene en la construcción una de las palancas más dinamizadoras de la generación de empleo.

·       Las PyMES tienen impedimentos de escala para acceder a los mercados internacionales: elevado costo inicial de buscar socios, adopción de estándares de producción y calidad, financiamiento de las ventas, asistencia a ferias, captación de oportunidades en la demanda internacional.

·       Por eso la política más efectiva de estímulo a las PyMES es la reactivación del mercado interno. 

·       La otra iniciativa clave para reactivar la PyMES es la apertura de líneas de créditos accesibles  y flexibles  a través del Banco Provincia.

·       Se puede además disminuir la presión tributaria a las empresas con bajo nivel de facturación, y privilegiarlas en las contrataciones del Estado. También se pueden estimular la conformación de redes para la adquisición de insumos y comercialización, y diseminación de información.

·       Las Empresas Autogestionadas nuclean a nivel nacional y provincial a trabajadores autogestionadas de fábricas recuperadas, emprendimientos barriales y de asociaciones de pequeños productores en el marco de la CTA (Central de los Trabajadores Argentinos). A nivel provincial,  Empresas Autogestionadas contiene a 120 organizaciones de trabajo autogestionado ubicados en el Conurbano, en La Plata, en Olavaria, en Tandil y en la ciudad de Mar del Plata. 

·       En este sentido se solicita garantizar un nuevo marco tributario, legal, financiero y jurídico para esta área de la economía llevada adelante por los trabajadores organizados. 

·       Con un financiamiento serio, ya que no se puede seguir tributando como si fueran una sociedad anónima, considerando que las acreencias provinciales deben ser usadas para el pago de las expropiaciones. 

·       El sector requiere un marco acorde a la particularidad de su actividad; es por esto que pretendemos discutir con el Estado Provincial esta nueva realidad. 

PAGE  
1

